


 

EL VALOR DE LA VIDA EN  LAS NORMAS JURÍDICAS  
 

INTRODUCCIÓN 
 
A lo largo de la historia, la vida humana ha 
estado constantemente amenazada. Diversas 
culturas y civilizaciones han justificado la 
muerte de personas inocentes al considerar 
que existían intereses superiores a la vida 
misma. En algunos pueblos antiguos se 
practicaron sacrificios humanos como actos 
de adoración a falsos dioses; en otros, se 
otorgó mayor valor a la naturaleza, a los 
animales o al bienestar colectivo que a la 
dignidad del ser humano. También han 
existido ideologías que han pretendido negar 
la humanidad de ciertos grupos de personas 
para justificar su eliminación o sometimiento. 
La esclavitud, los regímenes totalitarios del 
siglo XX y el genocidio perpetrado durante la 
Segunda Guerra Mundial son ejemplos de 
cómo la negación de la dignidad inherente de 
toda persona abrió la puerta a algunas de las 
mayores tragedias de la humanidad. 
 
Sin embargo, junto a esos intentos de 
relativizar el valor de la vida, también ha 
existido un principio moral permanente: la vida 
humana posee un valor intrínseco que debe 
ser protegido. Desde una cosmovisión bíblica, 
este principio encuentra su fundamento en 
que el ser humano fue creado a imagen y 
semejanza de Dios (Génesis 1:26-27). Por 
esa razón, ninguna persona tiene autoridad 
para disponer arbitrariamente de la vida de 
otra. 
 
Este principio no comenzó con la entrega de 
los Diez Mandamientos en el monte Sinaí. 
Mucho antes de que existiera la ley escrita, 
Dios ya había inscrito su ley moral en el 
corazón del ser humano (Romanos 2:14-15). 
El relato de Caín y Abel constituye una 
evidencia de ello. Aunque todavía no se había 
pronunciado el mandamiento "No matarás", 
Caín sabía que había cometido un pecado 
gravísimo al quitar la vida a su hermano. Dios 
mismo confrontó su conducta, declaró su 
culpabilidad y estableció las consecuencias de 
su acción (Génesis 4:8-12). Desde el principio 
de la historia bíblica quedó claro que atentar 

contra la vida humana significa atentar contra 
un ser creado a imagen de Dios. 
 
Con el paso del tiempo, Dios reveló de 
manera expresa este principio moral mediante 
sus mandamientos y leyes. Muchas de esas 
disposiciones tenían como finalidad proteger 
la vida, especialmente la del inocente y la del 
más vulnerable. Estos principios trascendieron 
el ámbito religioso e influyeron profundamente 
en el desarrollo del derecho occidental, 
inspirando normas destinadas a proteger la 
dignidad humana, sancionar la violencia 
injusta y limitar el poder de quienes pretendían 
disponer de la vida de los demás. 
 
La necesidad de proteger jurídicamente la 
vida continúa vigente. A lo largo de la historia 
siempre han surgido nuevas formas de 
relativizar su valor, de clasificar a algunos 
seres humanos como menos dignos de 
protección o de atribuir a determinadas 
personas o autoridades el poder de decidir 
quién puede vivir y quién puede morir. Esta 
disputa no pertenece únicamente al pasado; 
sigue presente en los debates éticos, 
científicos y jurídicos de nuestro tiempo. 
 
Por esta razón, esta cartilla tiene como 
propósito brindar a los líderes cristianos 
herramientas jurídicas sólidas para la defensa 
de la vida. A través del estudio de los 
principios bíblicos, las normas internacionales, 
la legislación colombiana y la jurisprudencia 
constitucional, el lector podrá comprender que 
la defensa de la vida no solo responde a una 
convicción de fe, sino que también encuentra 
fundamento en el derecho. El objetivo es 
capacitar a hombres y mujeres para participar 
con respeto, conocimiento y responsabilidad 
en la construcción de una sociedad que 
reconozca la dignidad de toda persona 
humana y proteja la vida desde la 
concepción1. 
 

 

1 La proteccion de la vida desde la concepcion, 
contra la Eutanasia o cualquier forma injusta de 
quitar la vida. 



 

¿CÓMO SE PROTEGE LO QUE ES 
VALIOSO? 

La protección de aquello que tiene valor es un 
principio universal. Cuando una persona 
posee un bien preciado procura conservarlo, 
establecer medidas de seguridad y evitar que 
sea destruido o robado. De la misma manera, 
las sociedades crean leyes para proteger 
aquello que consideran indispensable para su 
existencia. Si un patrimonio histórico es 
valioso, se dictan normas para preservarlo; si 
un recurso natural es importante, se 
establecen mecanismos para su 
conservación. La existencia de normas de 
protección demuestra el valor que se le 
atribuye a un bien. Este mismo principio se 
aplica a la vida humana: si la vida posee un 
valor único, resulta natural que existan reglas 
destinadas a protegerla. 

Desde la cosmovisión bíblica, la vida humana 
posee un valor superior al de toda la creación 
porque el hombre fue creado a imagen y 
semejanza de Dios. Génesis 1:26-27 enseña 
que Dios creó al ser humano con una dignidad 
especial que ninguna otra criatura recibió. Ese 
valor no depende de la edad, de la salud, de 
la capacidad física, del desarrollo intelectual ni 
de la utilidad social de una persona. Todo ser 
humano posee dignidad por el simple hecho 
de haber sido creado por Dios. Por esta razón, 
la vida no puede ser tratada como un objeto 
del cual otros puedan disponer 
arbitrariamente. 

La protección de la vida no comenzó con la 
entrega de los Diez Mandamientos. Antes de 
que existiera una ley escrita, Dios ya había 
establecido una ley moral en el corazón del 
ser humano. El primer ejemplo aparece en el 
relato de Caín y Abel. Aunque todavía no 
había sido establecido el mandamiento "No 
matarás", Caín sabía que asesinar a su 
hermano era un acto perverso. Después del 
homicidio, Dios lo confrontó diciendo: "¿Qué 
has hecho? La voz de la sangre de tu 
hermano clama a mí desde la tierra" 
(Génesis 4:10). Dios declaró culpable a Caín y 
estableció una consecuencia por su conducta. 
Este episodio demuestra que el respeto por la 
vida no depende únicamente de una norma 
escrita, sino que hace parte del orden moral 

establecido por Dios desde el principio de la 
creación. 

Siglos después, el apóstol Pablo explicó este 
principio al afirmar que los seres humanos 
tienen "la obra de la ley escrita en sus 
corazones" (Romanos 2:14-15). Esto significa 
que Dios dotó al ser humano de una 
conciencia moral capaz de reconocer que 
quitar injustamente la vida de otro constituye 
un mal. La existencia de leyes escritas no crea 
el valor de la vida; simplemente hace explícito 
un principio que Dios ya había establecido. 

Cuando Dios entregó la Ley al pueblo de 
Israel, una parte importante de sus 
mandamientos tuvo como finalidad proteger la 
vida humana. El sexto mandamiento establece 
de manera clara: "No matarás" (Éxodo 
20:13). Este mandato reconoce que la vida 
pertenece a Dios y que ningún ser humano 
tiene autoridad para disponer arbitrariamente 
de la vida de otro. Sin embargo, la protección 
de la vida no se limitó a prohibir el homicidio. 
Dios también ordenó adoptar medidas 
concretas para prevenir cualquier situación 
que pudiera poner en riesgo la vida de las 
personas. 

Un ejemplo de ello se encuentra en 
Deuteronomio 22:8, donde Dios ordenó: 
"Cuando edifiques casa nueva, harás pretil 
a tu terrado, para que no eches culpa de 
sangre sobre tu casa, si de ella cayere 
alguno." En las viviendas israelitas era común 
utilizar las terrazas como lugares de reunión. 
Dios exigió construir un muro de protección 
alrededor de ellas para evitar accidentes. Este 
mandato revela un principio de enorme 
importancia: proteger la vida no consiste 
únicamente en abstenerse de causar daño, 
sino también en tomar medidas razonables 
para prevenirlo. La prevención también hace 
parte de la justicia. 

Otro ejemplo se encuentra en Deuteronomio 
21:1-9. Allí Dios estableció un procedimiento 
cuando una persona aparecía asesinada y no 
era posible identificar al responsable. Los 
ancianos debían investigar lo sucedido, medir 
la distancia hasta las ciudades cercanas y 
realizar un acto público para declarar que no 
habían derramado aquella sangre inocente. 



 

Con este procedimiento Dios enseñó que 
ninguna muerte injusta debía ser ignorada. La 
sociedad tenía el deber de reconocer el valor 
de la vida perdida y asumir un compromiso 
colectivo con la justicia y la protección de la 
vida inocente. 

A lo largo de toda la Escritura también 
observamos que Dios presta especial atención 
a quienes se encuentran en mayor condición 
de vulnerabilidad. La Biblia lo presenta como 
defensor del huérfano, protector de la viuda, 
amparo del extranjero y juez del oprimido. En 
Proverbios 31:8-9 encontramos un llamado 
directo: "Abre tu boca por el mudo, en el 
juicio de todos los desvalidos. Abre tu 
boca, juzga con justicia y defiende la causa 
del pobre y del necesitado." Este principio 
revela que Dios espera que su pueblo 
intervenga en favor de quienes no pueden 
defenderse por sí mismos. 

Desde una perspectiva provida, el niño que 
está por nacer representa una de las personas 
más vulnerables de la sociedad. No puede 
hablar, defenderse ni reclamar sus derechos. 
Precisamente por esa razón merece una 
protección especial por parte de la familia, la 
Iglesia, la sociedad y el Estado. Defender la 
vida del no nacido no constituye únicamente 
una convicción religiosa; es una consecuencia 
lógica del principio bíblico según el cual Dios 
protege de manera especial a quienes se 
encuentran en condición de mayor 
indefensión. 

Estos principios no permanecieron 
únicamente dentro del pueblo de Israel. Con el 
paso de los siglos influyeron profundamente 
en el desarrollo del derecho occidental. La 
idea de que toda vida humana posee una 
dignidad inherente, de que la sangre inocente 
debe ser protegida y de que las autoridades 
tienen la responsabilidad de garantizar la 
justicia inspiró el desarrollo de normas 
jurídicas destinadas a proteger la vida. De 
esta manera, muchos de los principios que 
hoy encontramos en las constituciones, en los 
códigos penales y en los tratados 
internacionales de derechos humanos tienen 
sus raíces en la cosmovisión bíblica acerca 
del valor de la persona humana. 

Comprender este fundamento es 
indispensable para todo líder cristiano. La 
defensa de la vida no nace de una posición 
política ni de una ideología, sino del 
reconocimiento de que cada ser humano ha 
sido creado a imagen y semejanza de Dios. Si 
Dios protege aquello que considera valioso, 
sus hijos también están llamados a proteger la 
vida humana desde la concepción. Sobre este 
fundamento moral se construyeron 
posteriormente muchas de las normas 
jurídicas que hoy continúan reconociendo la 
importancia de proteger la vida humana, tema 
que estudiaremos en el siguiente capítulo. 

LAS NORMAS INTERNACIONALES QUE 
PROTEGEN LA VIDA DESDE LA 

CONCEPCIÓN 

La protección de la vida no se limita a la 
legislación de un solo país. Después de las 
graves violaciones a los derechos humanos 
ocurridas durante el siglo XX, especialmente 
como consecuencia de la Segunda Guerra 
Mundial, la comunidad internacional 
comprendió la necesidad de establecer 
normas que reconocieran la dignidad 
inherente de toda persona y garantizaran la 
protección de sus derechos fundamentales. El 
primero y más importante de esos derechos 
es el derecho a la vida, pues sin él ningún otro 
derecho puede ejercerse. 

La experiencia de la guerra demostró las 
consecuencias de permitir que un Estado 
decidiera qué vidas merecían protección y 
cuáles podían ser eliminadas. El régimen nazi 
justificó el exterminio de millones de personas 
al negarles su condición de seres humanos 
plenos. Este hecho dejó una enseñanza para 
el derecho internacional: la dignidad humana 
no depende de la raza, la condición social, la 
edad, la discapacidad o cualquier otra 
característica. Toda persona posee un valor 
intrínseco que debe ser protegido por el 
ordenamiento jurídico. 

Como respuesta a estos acontecimientos, el 
10 de diciembre de 1948 la Asamblea General 
de las Naciones Unidas adoptó la 
Declaración Universal de los Derechos 
Humanos, documento que se convirtió en el 
fundamento del sistema moderno de 



 

protección de los derechos humanos. Desde 
su preámbulo reconoce que "la libertad, la 
justicia y la paz en el mundo tienen por 
base el reconocimiento de la dignidad 
intrínseca y de los derechos iguales e 
inalienables de todos los miembros de la 
familia humana". Posteriormente, en su 
artículo 3, establece que "Todo individuo 
tiene derecho a la vida, a la libertad y a la 
seguridad de su persona." Este 
reconocimiento coloca la vida como el 
presupuesto indispensable para el ejercicio de 
todos los demás derechos. 

Ese mismo año fue aprobada la Declaración 
Americana de los Derechos y Deberes del 
Hombre, primer instrumento internacional de 
derechos humanos en el continente 
americano. Su artículo I dispone que "Todo 
ser humano tiene derecho a la vida, a la 
libertad y a la seguridad de su persona." La 
utilización de la expresión "todo ser 
humano" refleja el principio de universalidad 
de los derechos humanos y constituye uno de 
los pilares sobre los cuales posteriormente se 
desarrolló el Sistema Interamericano de 
Derechos Humanos. 

La Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, también conocida como el Pacto 
de San José de Costa Rica, es uno de los 
instrumentos jurídicos más importantes para la 
protección de los derechos humanos en el 
continente americano. Adoptada en 1969 y 
ratificada por Colombia mediante la Ley 16 de 
1972, hace parte del bloque de 
constitucionalidad, por lo que sus 
disposiciones sirven como parámetro para 
interpretar los derechos fundamentales 
reconocidos en la Constitución Política. 

Su importancia para la defensa de la vida 
comienza desde el Preámbulo, en el cual los 
Estados americanos reconocen que los 
derechos esenciales del ser humano no 
nacen por el hecho de ser nacional de un 
determinado Estado, sino que tienen como 
fundamento los atributos de la persona 
humana. Esto significa que la dignidad y los 
derechos de cada persona no son una 
concesión del Estado ni dependen de la 
voluntad de los gobiernos, sino que existen 
con anterioridad a cualquier reconocimiento 

jurídico. Este principio coincide con la 
cosmovisión bíblica, según la cual la dignidad 
humana proviene de haber sido creados a 
imagen y semejanza de Dios (Génesis 
1:26-27). 

Antes de desarrollar los derechos protegidos 
por la Convención, el tratado define quién es 
considerado persona. El artículo 1.2 
establece expresamente: 

"Para los efectos de esta Convención, 
persona es todo ser humano." 

Esta definición reviste una especial 
importancia porque la propia Convención 
reconoce que todo ser humano es una 
persona, sin hacer distinciones por razón de 
edad, condición física, etapa de desarrollo o 
cualquier otra circunstancia. Desde una 
perspectiva provida, este artículo constituye 
un punto de partida fundamental, pues el 
derecho internacional de los derechos 
humanos parte del reconocimiento de la 
persona humana como titular de derechos. 

A continuación, el artículo 1.1 dispone: 

"Los Estados Partes en esta 
Convención se comprometen a 
respetar los derechos y libertades 
reconocidos en ella y a garantizar su 
libre y pleno ejercicio a toda persona 
que esté sujeta a su jurisdicción, sin 
discriminación alguna por motivos de 
raza, color, sexo, idioma, religión, 
opiniones políticas o de cualquier otra 
índole, origen nacional o social, 
posición económica, nacimiento o 
cualquier otra condición social." 

Esta disposición impone a los Estados una 
doble obligación: respetar los derechos 
humanos y adoptar las medidas necesarias 
para garantizar su protección efectiva, 
prohibiendo toda forma de discriminación en el 
reconocimiento de esos derechos. 



 

Este compromiso se concreta de manera 
especial en el artículo 42, que reconoce el 
derecho a la vida en los siguientes términos: 

1. Toda persona tiene derecho a que se 
respete su vida. Este derecho estará 
protegido por la ley y, en general, a 
partir del momento de la concepción. 
Nadie puede ser privado de la vida 
arbitrariamente. 

La lectura conjunta de estas disposiciones 
permite observar una secuencia jurídica clara. 
En primer lugar, la Convención afirma que 
todo ser humano es persona; 
posteriormente ordena a los Estados respetar 
y garantizar los derechos de toda persona sin 
discriminación; y finalmente reconoce que 
toda persona tiene derecho a que se 
respete su vida, derecho que debe ser 
protegido por la ley y que, en general, recibe 
protección desde el momento de la 
concepción. 

En conjunto, el Preámbulo, el artículo 1 y el 
artículo 4 constituyen uno de los fundamentos 
más sólidos del Sistema Interamericano de 
Derechos Humanos para la protección de la 
vida. El tratado reconoce que los derechos 
humanos tienen su origen en la dignidad 
propia de la persona humana, que todo ser 
humano es persona, que los Estados tienen 
la obligación de garantizar esos derechos sin 
discriminación y que el derecho a la vida debe 
ser protegido por la ley, desde la concepción. 
Estos principios representan una importante 
herramienta jurídica para la defensa de la vida 
humana desde su inicio. 

Otro instrumento de gran importancia es la 
Convención sobre los Derechos del Niño, 
aprobada por la Asamblea General de las 
Naciones Unidas en 1989 y ratificada por 
Colombia mediante la Ley 12 de 1991. En su 

2 Artículo 4:2 “No se impondrá la pena de muerte a 
personas que, en el momento de la comisión del 
delito, tuvieren menos de dieciocho años de edad o 
más de setenta, ni se le aplicará a las mujeres en 
estado de gravidez”  Esta disposición refleja el 
interés del Sistema Interamericano por brindar una 
protección especial durante el embarazo, porque no 
puede condenarse al bebe en el vientre por las 
acciones de su madre y reafirma el deber de los 
Estados de proteger la vida humana.  

preámbulo recuerda un principio que ya había 
sido reconocido en la Declaración de los 
Derechos del Niño de 1959 al afirmar que "el 
niño, por su falta de madurez física y 
mental, necesita protección y cuidado 
especiales, incluso la debida protección 
legal, tanto antes como después del 
nacimiento." Asimismo, el artículo 6 dispone 
que "Los Estados Partes reconocen que 
todo niño tiene el derecho intrínseco a la 
vida." Estas disposiciones reflejan la 
preocupación del derecho internacional por 
garantizar una protección reforzada a los 
niños desde antes de nacer. 

Los tratados internacionales sobre derechos 
humanos tienen un papel fundamental en la 
protección de la vida y la dignidad humana en 
toda América Latina. Cada país les otorga un 
alcance jurídico de acuerdo con su propia 
Constitución, pero, en general, estos 
instrumentos sirven como guía para interpretar 
y fortalecer la protección de los derechos 
fundamentales. 

En el caso de Colombia, estos tratados tienen 
una importancia especial porque integran el 
denominado bloque de constitucionalidad. 
De acuerdo con el artículo 93 de la 
Constitución Política, los tratados 
internacionales sobre derechos humanos 
ratificados por el país constituyen un 
parámetro para interpretar los derechos 
fundamentales y prevalecen sobre las leyes 
ordinarias. Por ello, las autoridades 
colombianas deben tenerlos en cuenta al 
interpretar y aplicar las normas relacionadas 
con la protección del derecho a la vida. 

Es importante aclarar que estos tratados 
constituyen herramientas jurídicas relevantes 
porque reconocen el valor de la vida humana, 
la dignidad inherente de toda persona y la 
necesidad de brindar protección a la vida 
desde la concepción, principios que pueden 
ser invocados en los escenarios legislativos, 
judiciales y académicos. 

El reconocimiento internacional de la dignidad 
humana también coincide con el fundamento 
bíblico estudiado en el capítulo anterior. Si 
toda persona posee una dignidad intrínseca 
por haber sido creada a imagen y semejanza 



 

de Dios, resulta coherente que el derecho 
internacional afirme que la vida constituye el 
primero de los derechos humanos y que 
merece protección por parte del Estado. 
Aunque el lenguaje jurídico y el lenguaje 
teológico sean distintos, ambos parten de una 
misma idea fundamental: la vida humana tiene 
un valor que debe ser respetado y protegido. 
En el siguiente capítulo analizaremos cómo 
estos principios fueron incorporados al 
ordenamiento jurídico colombiano y 
estudiaremos las principales normas 
nacionales que protegen la vida, así como los 
efectos de la Sentencia C-055 de 2022 sobre 
el delito de aborto. 

EL CASO COLOMBIANO: LA PROTECCIÓN 
JURIDICA DE LA VIDA Y LA 
DESPENALIZACION DEL ABORTO 

La protección de la vida humana ha ocupado 
un lugar central en el ordenamiento jurídico 
colombiano desde la expedición de la 
Constitución Política de 1991. La Constitución, 
las leyes, los tratados internacionales y la 
jurisprudencia de la Corte Constitucional 
reconocen que la vida constituye un bien 
jurídico de la más alta importancia. Sin 
embargo, en los últimos años el debate sobre 
el aborto ha generado una gran confusión, 
llevando a muchas personas a creer 
equivocadamente que en Colombia la vida del 
niño por nacer dejó de estar protegida por el 
derecho. Para comprender la realidad jurídica 
del país es necesario diferenciar entre la 
protección de la vida, la existencia del delito 
de aborto y los efectos de las Sentencias 
emitidas por la Corte Constitucional. 

  
La Constitución Política reconoce desde sus 
primeros artículos la centralidad de la dignidad 
humana y de la vida. El artículo 1 dispone que 
Colombia es un Estado Social de Derecho 
fundado, entre otros principios, en el respeto 
de la dignidad humana. A su vez, el artículo 11 
establece de manera categórica que "el 
derecho a la vida es inviolable", mientras 
que el artículo 44 reconoce la vida como uno 
de los derechos fundamentales de los niños y 
establece que los derechos de los niños 
prevalecen sobre los derechos de los 
demás. Estos principios constitucionales 

constituyen el fundamento de todo el sistema 
jurídico colombiano. 

La protección de la vida también se desarrolla 
en múltiples normas legales.  

Normas del Código Civil: 

ARTÍCULO 33: Palabras relacionadas con las 
personas. La palabra persona en su sentido 
general se aplica a la especie humana. 

ARTICULO 74: Personas naturales: Son 
personas todos los individuos de la especie 
humana, cualquiera que sea su edad, sexo, 
estirpe o condición. 

ARTÍCULO 91: Protección al que está por 
nacer: La ley protege la vida del que está por 
nacer.  

ARTÍCULO 93: Los derechos que se 
definirían a la criatura que está en el vientre 
materno  

Normas del Código de la Infancia y la 
Adolescencia  

Artículo 17: Los niños, las niñas y los 
adolescentes tienen derecho a la vida, a una 
buena calidad de vida y a un ambiente sano 
en condiciones de dignidad y goce de todos 
sus derechos en forma prevalente. La calidad 
de vida es esencial para su desarrollo integral 
acorde con la dignidad de ser humano. Este 
derecho supone la generación de condiciones 
que les aseguren desde la concepción 
cuidado, protección, alimentación nutritiva y 
equilibrada, acceso a los servicios de salud, 
educación, vestuario adecuado, recreación y 
vivienda segura dotada de servicios públicos 
esenciales en un ambiente sano.  

Artículo 111: Alimentos: Para la fijación de 
cuota alimentaria se observarán las siguientes 
reglas: 1. La mujer grávida podrá reclamar 
alimentos a favor del hijo que está por nacer, 
respecto del padre legítimo o del 
extramatrimonial que haya reconocido la 
paternidad. 
 
Normas del código General del Proceso 
incluso permite que el concebido sea parte en 



 

un proceso judicial para la defensa de sus 
derechos. Estas disposiciones evidencian que 
el ordenamiento jurídico colombiano continúa 
reconociendo la existencia de intereses 
jurídicos que merecen protección antes del 
nacimiento. 
 
ARTÍCULO 53. LA CAPACIDAD PARA SER 
PARTE. PODRÁN SER PARTE EN UN 
PROCESO: EL CONCEBIDO, PARA LA 
DEFENSA DE SUS DERECHOS  

En materia penal, el Código Penal 
Colombiano mantiene vigente el delito de 
aborto. El artículo 122 continúa 
estableciendo que la mujer que cause su 
aborto o permita que otro se lo cause, así 
como quien realice la conducta con su 
consentimiento, incurre en la sanción prevista 
por la ley. Además, el artículo 125 tipifica el 
delito de lesiones al feto, sancionando a quien 
cause daños que afecten su desarrollo 
normal. Estas normas muestran que el 
legislador colombiano identificó la vida en 
gestación como un bien jurídico digno de 
protección. 

En este punto resulta fundamental 
comprender una diferencia jurídica que con 
frecuencia se confunde en el debate 
público: legalizar no es lo mismo que 
despenalizar. 

Cuando una conducta se legaliza, es el 
Congreso de la República, mediante una ley 
aprobada a través del procedimiento 
legislativo previsto en la Constitución, quien 
autoriza expresamente esa conducta dentro 
del ordenamiento jurídico. La legalización 
supone una decisión del órgano 
democráticamente elegido para crear las leyes 
y significa que el comportamiento pasa a ser 
permitido por disposición expresa del 
legislador. 

La despenalización, por el contrario, consiste 
en eliminar o limitar la aplicación de la sanción 
penal respecto de una conducta que continúa 
prevista en la ley como delito. En Colombia, 
esta decisión puede ser adoptada por la Corte 
Constitucional cuando considera que la 
aplicación de una norma penal resulta 
“contraria” a la Constitución en determinados 

supuestos. En estos casos, el texto de la ley 
permanece vigente, pero la Corte restringe los 
eventos en los cuales puede imponerse la 
sanción. 

Esta diferencia resulta esencial para 
comprender el caso colombiano. En 
Colombia el aborto no ha sido legalizado 
por el Congreso de la República. Hasta la 
fecha, el Congreso no ha expedido una ley 
que autorice el aborto como un procedimiento 
legal dentro del ordenamiento jurídico. Lo que 
ocurrió fue que la Corte Constitucional, 
mediante sus sentencias, limitó la aplicación 
de la sanción prevista en el artículo 122 del 
Código Penal. Por ello, desde el punto de 
vista jurídico, es más preciso afirmar que el 
aborto ha sido parcialmente despenalizado, 
y no que ha sido legalizado. 

Esta diferencia tiene importantes 
consecuencias para la defensa de la vida. El 
hecho de que el aborto no haya sido 
legalizado significa que el debate democrático 
permanece abierto y que el Congreso 
conserva la competencia para legislar sobre la 
materia dentro de los límites constitucionales. 
Asimismo, los ciudadanos continúan teniendo 
la posibilidad de promover iniciativas 
legislativas, participar en el debate público, 
presentar propuestas de reforma y defender la 
protección jurídica de la vida mediante los 
mecanismos democráticos previstos en la 
Constitución. 
 

La jurisprudencia de la Corte 
Constitucional colombiana en materia de 
aborto ha experimentado un cambio 
profundo durante las últimas décadas. 

Mientras que sus primeras decisiones 
reconocían un amplio deber estatal de 
proteger la vida desde la concepción, 
posteriormente la Corte fue adoptando un 
criterio basado en la ponderación entre la 
protección del concebido y los derechos 
fundamentales de la mujer, hasta llegar a la 
despenalización parcial del aborto. 

Uno de los antecedentes más importantes fue 
la Sentencia C-133 de 1994, mediante la cual 
la Corte estudió una demanda que pretendía 



 

eliminar la penalización del aborto. En esa 
oportunidad, el alto tribunal rechazó dicha 
pretensión y sostuvo una posición claramente 
favorable a la protección jurídica del niño por 
nacer. La Corte afirmó: 

"El Estado tiene la obligación de 
establecer, para la defensa de la vida 
que se inicia con la concepción, un 
sistema de protección legal efectivo... 
El reconocimiento constitucional de la 
primacía e inviolabilidad de la vida 
excluye, en principio, cualquier 
posibilidad permisiva de actos que 
estén voluntaria y directamente 
ordenados a provocar la muerte de 
seres todavía no nacidos." 

Asimismo, reconoció que la vida del 
nasciturus constituye un valor fundamental 
que merece especial protección por parte del 
Estado debido a su condición de absoluta 
indefensión, señalando que dicha protección 
encuentra fundamento en el Preámbulo y en 
los artículos 2 y 5 de la Constitución Política. 
Para la Corte de entonces, el deber estatal de 
proteger la vida debía comprender también la 
etapa de formación y desarrollo del ser 
humano antes del nacimiento, incluso 
mediante la existencia de normas penales. 

Esta postura permaneció vigente durante más 
de una década. Sin embargo, distintos 
sectores nacionales e internacionales 
promovieron una intensa estrategia jurídica y 
política orientada a modificar el tratamiento 
constitucional del aborto. Organizaciones 
feministas, litigantes estratégicos y 
organismos internacionales impulsaron 
diversas acciones judiciales y campañas de 
incidencia pública con el propósito de eliminar 
la protección penal absoluta del aborto. Como 
resultado de ese proceso, la Corte 
Constitucional volvió a pronunciarse sobre el 
tema en la Sentencia C-355 de 2006. 

En esa decisión, la Corte cambió de manera 
significativa el criterio adoptado en 1994. 
Aunque reiteró que la vida en gestación 
continúa siendo un bien constitucionalmente 
protegido, consideró que dicha protección no 
tiene carácter absoluto y que, en 
determinadas circunstancias excepcionales, 

debía ceder frente a otros “derechos de la 
mujer”. (Es importante dejar claridad que no 
puede entenderse como un supuesto derecho 
a poner fin de manera deliberada a la vida de 
un ser humano inocente).  

 La Corte expresó: 

"Si bien corresponde al Congreso 
adoptar las medidas idóneas para 
cumplir con el deber de protección de la 
vida... esto no significa que estén 
justificadas todas las que dicte con 
dicha finalidad, porque... la vida no 
tiene el carácter de un valor o de un 
derecho de carácter absoluto y debe 
ser ponderada con los otros valores, 
principios y derechos constitucionales." 

Igualmente sostuvo: 

"La vida humana transcurre en distintas 
etapas y se manifiesta de diferentes 
formas, las que a su vez tienen una 
protección jurídica distinta. El 
ordenamiento jurídico, si bien es verdad 
que otorga protección al nasciturus, no 
la otorga en el mismo grado e 
intensidad que a la persona humana." 

Con fundamento en ese razonamiento, la 
Corte concluyó que el legislador debía realizar 
un juicio de proporcionalidad entre la 
protección de la vida en gestación y los 
“derechos de la mujer”. En consecuencia, 
declaró inexequible la penalización absoluta 
del aborto y permitió su práctica en tres 
circunstancias: cuando existiera peligro para 
la vida o la salud de la mujer, cuando el feto 
presentara una grave malformación 
incompatible con la vida extrauterina y cuando 
el embarazo fuera consecuencia de acceso 
carnal violento. 

Esta sentencia marcó un punto de inflexión en 
la protección jurídica del concebido, pues 
sustituyó el criterio predominante de 
protección desde la concepción, reconocido 
en la Sentencia C-133 de 1994, por un modelo 
basado en la ponderación de derechos, que 
posteriormente serviría de fundamento para 
ampliar aún más la despenalización mediante 
la Sentencia C-055 de 2022. Desde esta 



 

misma perspectiva, este cambio 
jurisprudencial constituye un ejemplo de cómo 
una determinada visión ideológica puede 
llegar a desplazar principios que durante 
décadas orientaron la protección del derecho 
a la vida, dejando en una situación de mayor 
desprotección precisamente a quienes se 
encuentran en la condición de mayor 
vulnerabilidad: los seres humanos en 
gestación, que no tienen voz para defenderse 
ni posibilidad alguna de proteger sus propios 
derechos.  

La decisión más reciente en esta materia fue 
la Sentencia C-055 de 2022. Mediante esta 
providencia, una mayoría de cinco de los 
nueve magistrados de la Corte 
Constitucional resolvió tristetemente declarar 
que el delito de aborto no sería sancionable 
cuando la practica se realice antes de la 
semana 24 de gestación. Además, mantuvo 
vigentes las tres circunstancias establecidas 
en la Sentencia C-355 de 2006, en las cuales 
el aborto continúa sin sanción penal incluso 
después de la semana 24 y hasta incluso 
antes del parto, estas circunstancias son: 
cuando exista peligro para la vida o la salud 
de la mujer, cuando el feto presente una grave 
malformación incompatible con la vida 
extrauterina y cuando el embarazo sea 
consecuencia de acceso carnal violento u 
otras conductas previstas por la ley. 

Es importante decirlo esta decisión representa 
un grave retroceso en la protección jurídica 
del niño por nacer. Permitir la práctica del 
aborto sin restricción penal hasta la semana 
24 y mantener las tres causales sin límite 
gestacional implica reducir significativamente 
la protección que el Estado debe brindar a la 
vida humana en gestación. Esta situación 
resulta especialmente preocupante porque, 
bajo la interpretación vigente de la causal 
relacionada con la salud de la mujer, pueden 
presentarse abortos incluso en etapas muy 
avanzadas del embarazo. Desde una 
cosmovisión cristiana, toda vida humana 
merece protección desde la concepción hasta 
la muerte natural, por lo que esta decisión 
judicial es motivo de profundo rechazo. 

No obstante, la misma Sentencia C-055 de 
2022 contiene importantes elementos que 

fortalecen la defensa jurídica de la vida. A lo 
largo de la providencia, la Corte reconoce en 
múltiples oportunidades que la vida en 
gestación constituye un bien jurídico 
protegido por la Constitución. La sentencia 
afirma expresamente que el artículo 122 del 
Código Penal tiene como finalidad proteger la 
vida en gestación y reconoce que dicha 
protección constituye una finalidad 
constitucional imperiosa. Igualmente, 
señala que la vida del nasciturus es un bien 
constitucionalmente protegido y que el Estado 
tiene el deber de desarrollar medidas para su 
protección. 

Uno de los aspectos más relevantes de la 
decisión se encuentra en el numeral 
segundo de la parte resolutiva, mediante el 
cual la Corte exhortó al Congreso de la 
República y al Gobierno Nacional para que 
formularan una política pública integral que, 
además de atender las necesidades de las 
mujeres gestantes, protegiera el bien 
jurídico de la vida en gestación. La propia 
Corte ordenó que dicha política incluyera la 
divulgación de las opciones disponibles 
para la mujer durante y después del 
embarazo, programas de prevención, 
medidas de acompañamiento a las madres 
gestantes, alternativas de adopción y 
mecanismos que garantizaran los 
derechos de los niños nacidos en 
circunstancias en las que la madre hubiera 
considerado abortar. Este exhorto 
demuestra que incluso la mayoría que adoptó 
la decisión reconoció que el Estado no puede 
desentenderse de la protección de la vida en 
gestación ni abandonar a las mujeres frente a 
un embarazo difícil. 

Estos apartes de la sentencia constituyen 
herramientas jurídicas valiosas para la 
defensa de la vida. Aunque la Corte redujo la 
protección penal durante una etapa del 
embarazo, también dejó expresamente 
reconocido que la vida del concebido sigue 
siendo un bien jurídico protegido y que el 
Estado tiene obligaciones concretas para 
promover políticas públicas que favorezcan 
tanto a la madre como al hijo por nacer. Estas 
afirmaciones pueden ser utilizadas en 
escenarios legislativos, judiciales y 
administrativos para promover medidas que 



 

fortalezcan la protección integral de la vida 
humana. 

Como líderes cristianos, nuestro compromiso 
no termina con el conocimiento de estas 
normas. La Constitución reconoce el derecho 
de todos los ciudadanos a participar en la vida 
democrática, presentar iniciativas legislativas, 
ejercer acciones constitucionales, intervenir en 
procesos judiciales, formular observaciones 
frente a proyectos normativos y promover 
políticas públicas que protejan la dignidad 
humana. Defender la vida también significa 
participar responsablemente en estos 
espacios, acompañar a las mujeres que 
enfrentan embarazos difíciles, promover la 
adopción, fortalecer la objeción de conciencia 
cuando corresponda y trabajar para que el 
ordenamiento jurídico colombiano brinde una 
protección cada vez más efectiva a toda vida 
humana. 

El conocimiento del marco jurídico colombiano 
demuestra que la defensa de la vida no se 
limita a un debate moral o religioso. Existen 
fundamentos constitucionales, legales e 
internacionales que continúan reconociendo la 
importancia de proteger la vida en gestación. 
Aunque las decisiones judiciales recientes han 
reducido la protección penal del concebido, el 
ordenamiento jurídico colombiano conserva 
múltiples herramientas que pueden y deben 
ser utilizadas para seguir construyendo una 
cultura de la vida. Como creyentes, estamos 
llamados a ejercer esa defensa con firmeza, 
respeto, argumentos jurídicos sólidos y la 
convicción de que toda persona, desde la 
concepción, posee una dignidad que merece 
ser protegida. 
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